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ACTA Nº 09-13
Sesión celebrada el 11 de marzo de 2013
Acta de la sesión ordinaria numero nueve de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con veintidós minutos del once de marzo del dos mil trece.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria;  M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; M.Sc. Edgar Castrillo Brenes, Vocal II; Lic. John Jorge Tapia Salazar, Vocal IV; Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón, Vocal V; Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: Lic. Eduardo Rojas Sánchez, Prosecretario; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; Licda. Shirley González Quirós, Vocal III.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 09-13, del 11 de marzo de 2013.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,  2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 08-2013, del 04 de marzo de 2013;   4.- Correspondencia, 5.- Informe de Presidencia, 6.-Informe de Directores y Directoras,        7.- Informe de la Dirección Ejecutiva; 8.- Asuntos Breves y de Fondo de Fiscalía.
SE ACUERDA 2013-09-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla.  Seis votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 08-13, DEL 04 DE MARZO DEL 2013.
Revisada el acta 08-13 del 04 de marzo del 2013 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2013-09-002 Aprobar el acta 08-13 celebrada el 04 de marzo del 2013, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Seis votos.
Al ser las dieciocho horas con veinticinco minutos ingresa la Licda. Rosibel Jara Velázquez.  

LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
Al ser las dieciocho horas con veintisiete minutos ingresa la Licda. Gabriela Badilla Zeledón. 
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.

1.  Oficio DAI-053-2013 suscrito por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, por medio del cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria del    Lic. Joffre Sebastian Montero Zúñiga, graduado en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-09-003 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Joffre Sebastian Montero Zúñiga, graduado en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones.
2. Oficio DAI-057-2013 suscrito por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, por medio del cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la    Licda. Mariel Rojas Sánchez, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-09-004 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Mariel Rojas Sánchez, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones.
3. Oficio DAI-056-2013 suscrito por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, por medio del cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria del    Lic. Andrés José Tosso Villalobos, graduado en la Universidad Escuela Libre de Derecho. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-09-005 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Andrés José Tosso Villalobos, graduado en la Universidad Escuela Libre de Derecho. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Ocho votos. ACUERDO FIRME Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones. 
ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.  
5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, señala que se recibió solicitud por parte de de la Dra. Anabelle León Feoli y del señor Luis Fernando Solano. Presidenta de la Sala Primera del Poder Judicial y del Exmagistrado de la Sala Constitucional y Miembro del Consejo de Notables del Poder Judicial respectivamente, en que solicitan facilitar el Auditorio Pablo Casafont Romero, los días 4 y 5 de abril del año en curso, para el Congreso Internacional sobre Derecho Constitucional Tributario. Asimismo solicitan el coauspicio de las Comisiones de Derecho Internacional y Derecho Constitucional. Así como una recepción el día de la inauguración para 150 personas.

SE ACUERDA 2013-09-006 a) De conformidad, con el artículo1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, es competencia de esta Corporación la difusión de las Ciencias Jurídicas en beneficio de todas las personas agremiadas, por lo que se autoriza la realización  del Congreso Internacional sobre Derecho Constitucional Tributario, en el Auditorio Pablo Casafont Romero, los días 4 y 5 de abril de 2013. Se autoriza además,  el coauspicio por parte de las Comisiones de Derecho Internacional y Derecho Constitucional. b) Que el Colegio colabore con el refrigerio para 150 personas para las personas que asistan a la inauguración del evento. Ocho votos. ACUERDO FIRME.  Responsables; Presidencia, Finanzas y Presupuesto, Comisiones de Derecho Internacional y Derecho Constitucional. 

5.2 El Dr. Gary Amador Badilla, presenta el siguiente acuerdo tomado por el Consejo Directivo del RAC: “2012-CJA-CD8-002: Se acuerda: a) Recomendar a la Junta Directiva, la aprobación del Curso de Certificación en Derechos Humanos y Resolución de Conflictos, en sus tres módulos a impartir por la Universidad para la Paz a través del convenio suscrito: Módulo I semana del 29 de abril del 2013. II Módulo semana del 3 de junio del 2013. III Módulo semana del 1 de julio del 2013. Los tres módulos equivalen a un crédito universitario. Los mismos se impartirán en la Sede Central del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, con un costo de $205 por participante en cada Módulo. El mínimo de participantes es de 20 personas, sin máximo. Los pagos hechos por los participantes que excedan el mínimo de la propuesta, se registraran como ingresos del Centro de Justicia Alternativa. ACUERDO FIRME. Responsable Centro RAC y Departamento Financiero Contable”. Agrega, que debe tenerse en cuenta que se ha suscrito un Convenio con la Universidad para la Paz, donde se estaría accediendo a los cursos de ésta, en la propia Sede del Colegio, con un precio muy cómodo para los agremiados y agremiadas, y con profesores de primerísima calidad, que tiene que ver con el Convenio firmado. De tal forma, estó será de gran beneficio para la capacitación de todos nuestros abogados y abogadas. 
SE ACUERDA 2013-09-007 Avalar el acuerdo 2012-CJA-CD8-002, del Consejo Directivo del Centro RAC, por lo que de conformidad, con el artículo1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, siendo competencia de esta Corporación la difusión de las Ciencias Jurídicas en beneficio de todas las personas agremiadas, se autoriza la realización del Curso de Certificación en Derechos Humanos y Resolución de Conflictos, el cual será impartido por la Universidad para la Paz a través del convenio suscrito. El curso constará de tres módulos: Módulo I, semana del 29 de abril del 2013. Módulo II, semana del 3 de junio del 2013. Módulo III, semana del 1 de julio del 2013. Los tres módulos equivalen a un crédito universitario. Los mismos se impartirán en la Sede Central del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, con un costo de $205 por participante por cada Módulo. El mínimo de participantes es de 20 personas, sin máximo. Los pagos hechos por los participantes que excedan el mínimo de la propuesta, se registraran como ingresos del Centro de Justicia Alternativa. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Centro RAC. Departamento Académico. 
5.3 El Dr. Gary Amador Badilla, con respecto al Protocolo de Madrid, el cual fue expuesto en una de las sesiones anterior por parte tanto de la Comisión de Propiedad Intelectual del Colegio y del Presidente Asociación Profesionales en Propiedad Intelectual, donde se externaban una serie de preocupaciones por la posible aprobación del mismo. No obstante, de acuerdo con la investigación realizada, dicho protocolo no ha sido convocado aún por el Poder Ejecutivo a sesiones extraordinarias. En ese sentido, considera que el Colegio debe manterner el criterio que ya había expresado en el año 2003, con respecto a dicho Protocolo. Además, considera importante, delegar a la Comisión de Propiedad Intelectual del Colegio, el seguimiento de dicho Protocolo y que se informe a la Junta Directiva, si es convocado ya sea en las sesiones extraordinarias, o bien, agendado en las sesiones ordinarias de la Asamblea Legislativa.

SE ACUERDA 2013-09-008 Tomando en cuenta la posición tanto de la Comisión de Propiedad Intelectual del Colegio y de la Asociación Profesionales en Propiedad Intelectual, se mantiene el criterio que presentó el Colegio en el año 2003, el cual va en el sentido de que no es conveniente la aprobación de dicho Protocolo. b) Se solicita a la Comisión de Propiedad Intelectual del Colegio darle seguimiento al Proyecto de Ley que se encuentra en la Asamblea Legislativa. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría Comunicar a los interesados. 
5.4 El Dr. Gary Amador Badilla, indica que el Dr. Henning Jensen Pennington, Rector Universidad de Costa Rica, envió la nota R-914-2013, donde solicita verificar el nombre del representante  del Colegio para la convocatoria a la Asamblea Colegiada Representativa. 

Al respecto señala que la Dra. Roxana Sánchez Boza es nuestra representante, pero debido a que en el mes de enero venció su nombramiento, somete a consideración de los señores Directores y Directoras ratificar su designación. 
SE ACUERDA 2013-09-009 Ratificar el nombramiento de la  Dra. Roxana Sánchez Boza, como representante del Colegio ante la Asamblea Colegiada Representativa de la Universidad de Costa Rica. Dicho nombramiento será por el periodo de un año. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría Comunicar. 
5.5 El Dr. Gary Amador Badilla, indica que la Junta Directiva en sesión 03-13, del 28 de enero 2013, tomó el acuerdo 2013-03-016 donde  se indica que a partir del 01 de abril 2013, se emita un nuevo contrato para el alquiler de la Oficina del INS en el Colegio, bajo la figura de permiso de uso.  

Al respecto el Dr. Hugo Quesada Monge, Encargado de la Oficina de Seguridad, envió la nota 149-2013, mediante el cual solicita modificar la modalidad de contratación del espacio físico que ocupa la oficina de Seguridad Social en el Colegio, y mantener la figura del contrato de arrendamiento actual. 
Sobre el particular se realizan algunos comentarios y consideraciones y se toma el siguiente acuerdo.

SE ACUERDA 2013-09-010 a) Dejar sin efecto el acuerdo 2013-03-016. b) Tomando en cuenta que esta por finalizar el contrato de arrendamiento con la oficina dada al INS en las instalaciones del Colegio, a partir del 01 de abril 2013, se emita un nuevo contrato para el funcionamiento de dicha oficina bajo la figura de Derecho Real de Uso, por un periodo de dos años y se les cobre un canon mensual con incremento anual del 15%. NUEVE VOTOS ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento Legal-redactar el documento.
5.6 El Dr. Gary Amador Badilla, externa que como en otra ocasión nuevamente la Dirección de Inteligencia de Tributación Directa, solicitó la base de datos con la información completa de nuestros agremiados y agremiadas. Al respecto le solicitamos un criterio al Departamento Legal del  Colegio y mediante AL-51-2013, el Lic. Arnoldo Segura Santiesteban, Director Legal, emitió un informe donde hace una evaluación de la solicitud realizada por dicha Dirección y concluye: “De conformidad con lo dicho es claro que al Colegio le asiste el derecho de oponerse a rendir la mayoría de la información solicitada por la DGTD concerniente a estado, dirección u otras señas, provincia, cantón, distrito, teléfono fijo, teléfono móvil, fax y correo electrónico de los agremiados, por los siguientes motivos:

1.-) Porque la DGTD no hizo la solicitud de información siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 114 del CDPT. Es decir, no pidió al Juez Penal de Garantías emitir una resolución debidamente fundamentada sobre la necesidad de que el Colegio entregue esa información. Ello de conformidad con lo establecido por el criterio vinculante esbozado por la Sala Constitucional en su sentencia N° 3929-95.

2.-) Porque es necesario que la información haya tenido que ser solicitada previamente al sujeto pasivo, de tal suerte que existirá el deber del Colegio de entregarla únicamente si es imposible obtener dichos datos del sujeto pasivo. En el caso de marras no consta que la DGTD haya requerido previamente la información al sujeto pasivo, entiéndase a todos los agremiados a esta corporación.

3.-) Porque los datos solicitados están en posesión de otra Administración. En el presente caso, es notorio que el domicilio, estado, dirección, provincia, cantón, distrito, teléfono fijo, teléfono móvil, fax de los agremiados, son datos que se encuentran en poder del Registro Civil del Tribunal Supremo de Elecciones y del Instituto Costarricense de Electricidad.

4.-) Porque la trascendencia tributaria tiene como sustrato la necesaria demostración de certeza de la existencia de una obligación tributaria presuntamente incumplida o defectuosamente cumplida por el propio contribuyente. En el presente caso, la DGTD no demuestra certeramente la existencia de una obligación tributaria presuntamente incumplida o defectuosamente cumplida por los agremiados, lo cual, en todo caso, tendría que plantearlo ante el Juez Penal de Garantías quien, conforme a lo dicho, sería quien de la orden al Colegio de entregar la información requerida.

5.-) Finalmente, el Colegio tiene el derecho de acudir a las instancias que estime pertinentes si la no entrega de la información requerida le ocasiona algún revés a sus intereses o los de sus agremiados, como consecuencia de la imposición de alguna sanción por parte de la Dirección de Tributación Directa.”
De conformidad con lo transcrito, esta Asesoría ratifica lo allí señalado, pues el idéntico requerimiento que de nuevo hace la citada Dirección de Inteligencia tributaria, no cumple con lo preceptuado por el ordenamiento jurídico, tal y como sucedió con los otros dos anteriores.

Por último, es necesario transcribir también, lo resuelto por la Sala Constitucional en la sentencia N°1921-2013, de reciente fecha, en la que sostuvo:

“I.- La información de carácter público que el recurrente solicita, en su mayor parte, está disponible en la página web del Colegio de Abogados. El resto de ella, debe gestionarse ante el Tribunal Supremo de Elecciones. Por lo tanto, la inconformidad la parte recurrente no se relaciona con una violación a un derecho fundamental y, de persistir en ella, deberá acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara.”

De esa sentencia se desprende que la Dirección peticionaria debe recopilar la información que le interesa de la página Web de esta corporación, pues allí es a donde está para el acceso de todo aquel a quien le interese. En cuanto a este punto tres cosas se han de tener presentes: primero, que como se ha sostenido en los criterios referidos, la información requerida no es de trascendencia tributaria -según se desprende de la jurisprudencia y doctrina enunciadas-, por lo que no se está frente al deber de información que en esta materia ordena la Constitución Política; segundo, que no le corresponde a esta corporación realizar el trabajo de recopilación que le compete a hacer a la Dirección requirente. En conclusión: 1.- Se remite a la Dirección de Inteligencia Tributaria de la Dirección General a lo señalado en el oficio AL-254-2012 de esta Asesoría Legal. 2.- Se le indica a la Dirección de Inteligencia Tributaria de la Dirección General, que de conformidad con lo señalado en la sentencia de la Sala Constitucional N°1921-2013, puede recolectar la información requerida de la página Web de esta corporación.
SE ACUERDA 2013-09-011  Con relación a la nota DIT-337 -2012 donde la Dirección de Inteligencia de la Dirección General de Tributación Directa, solicita a este Colegio que le remita un listado con todos los profesionales incorporados al día de hoy, y que contenga nombre completo,  número de cédula, dirección, teléfonos, fax, celular, lugar de trabajo, año de incorporación, especialidad, fecha de adquisición de la especialidad, dirección web, y estado. Se hacen propios los fundamentos del informe AL-51-2013, del Departamento Legal, por tanto se  concluye: “De conformidad con lo dicho es claro que al Colegio le asiste el derecho de oponerse a rendir la mayoría de la información solicitada por la DGTD concerniente a estado, dirección u otras señas, provincia, cantón, distrito, teléfono fijo, teléfono móvil, fax y correo electrónico de los agremiados, por los siguientes motivos: 1.-) Porque la DGTD no hizo la solicitud de información siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 114 del CDPT. Es decir, no pidió al Juez Penal de Garantías emitir una resolución debidamente fundamentada sobre la necesidad de que el Colegio entregue esa información. Ello de conformidad con lo establecido por el criterio vinculante esbozado por la Sala Constitucional en su sentencia N° 3929-95. 2.-) Porque es necesario que la información haya tenido que ser solicitada previamente al sujeto pasivo, de tal suerte que existirá el deber del Colegio de entregarla únicamente si es imposible obtener dichos datos del sujeto pasivo. En el caso de marras no consta que la DGTD haya requerido previamente la información al sujeto pasivo, entiéndase a todos los agremiados a esta corporación. 3.-) Porque los datos solicitados están en posesión de otra Administración. En el presente caso, es notorio que el domicilio, estado, dirección, provincia, cantón, distrito, teléfono fijo, teléfono móvil, fax de los agremiados, son datos que se encuentran en poder del Registro Civil del Tribunal Supremo de Elecciones y del Instituto Costarricense de Electricidad. 4.-) Porque la trascendencia tributaria tiene como sustrato la necesaria demostración de certeza de la existencia de una obligación tributaria presuntamente incumplida o defectuosamente cumplida por el propio contribuyente. En el presente caso, la DGTD no demuestra certeramente la existencia de una obligación tributaria presuntamente incumplida o defectuosamente cumplida por los agremiados, lo cual, en todo caso, tendría que plantearlo ante el Juez Penal de Garantías quien, conforme a lo dicho, sería quien de la orden al Colegio de entregar la información requerida. 5.-) Finalmente, el Colegio tiene el derecho de acudir a las instancias que estime pertinentes si la no entrega de la información requerida le ocasiona algún revés a sus intereses o los de sus agremiados, como consecuencia de la imposición de alguna sanción por parte de la Dirección de Tributación Directa.” De conformidad con lo transcrito, esta Asesoría ratifica lo allí señalado, pues el idéntico requerimiento que de nuevo hace la citada Dirección de Inteligencia tributaria, no cumple con lo preceptuado por el ordenamiento jurídico, tal y como sucedió con los otros dos anteriores. Por último, es necesario transcribir también, lo resuelto por la Sala Constitucional en la sentencia N°1921-2013, de reciente fecha, en la que sostuvo:“I.- La información de carácter público que el recurrente solicita, en su mayor parte, está disponible en la página web del Colegio de Abogados. El resto de ella, debe gestionarse ante el Tribunal Supremo de Elecciones. Por lo tanto, la inconformidad la parte recurrente no se relaciona con una violación a un derecho fundamental y, de persistir en ella, deberá acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara.” De esa sentencia se desprende que la Dirección peticionaria debe recopilar la información que le interesa de la página Web de esta corporación, pues allí es a donde está para el acceso de todo aquel a quien le interese. En cuanto a este punto tres cosas se han de tener presentes: primero, que como se ha sostenido en los criterios referidos, la información requerida no es de trascendencia tributaria -según se desprende de la jurisprudencia y doctrina enunciadas-, por lo que no se está frente al deber de información que en esta materia ordena la Constitución Política; segundo, que no le corresponde a esta corporación realizar el trabajo de recopilación que le compete a hacer a la Dirección requirente. En conclusión: 1.- Se remite a la Dirección de Inteligencia Tributaria de la Dirección General a lo señalado en el oficio AL-254-2012 de esta Asesoría Legal. 2.- Se le indica a la Dirección de Inteligencia Tributaria de la Dirección General, que de conformidad con lo señalado en la sentencia de la Sala Constitucional N° 1921-2013, puede recolectar la información requerida de la página Web de esta corporación. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría Comunicar.
5.7 El Dr. Gary Amador Badilla, comenta que el pasado 8 de marzo, se llevó a cabo en el Auditorio Eduardo Ortiz Ortiz, la presentación del avance del proceso  de la certificación del Colegio de Abogados y Abogadas como entidad carbono neutral y otros aportes en materia de mitigación al cambio climático. Proyecto que ha sido coordinado por  la Comisión Ambiental del Colegio. En esta ocasión se contó con la presencia del señor Ministro del Ambiente y Energía, Don René Castro Salazar, quien  felicitó al Colegio de Abogados  por ser el primer colegio profesional en decidir mitigar su impacto y ser carbono neutral.
ARTICULO 6)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS. 

6.1 La Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, señala que la Sala Constitucional mediante la sentencia 11495-2010 cambió el criterio mantenido hasta ese momento en cuanto al procedimiento a seguir en las faltas de mera constatación, los cuales son los que se llevan en el Colegio para los casos de suspensión por morosidad. Anteriormente a la persona se le realizaban las llamadas correspondientes, y de no cancelar la deuda, se le suspendía. Ahora se debe realizar todo un proceso sumario para que la persona quede debidamente notificada, tal como lo establece la Ley General de Administración Pública. Añade que al respecto el Departamento Legal, emitió el informe AL-92-2013, donde indica:… “Así las cosas, de conformidad con lo anterior, el procedimiento sumario que se debe seguir en los casos de impago es el siguiente: 1. Se debe comunicar al deudor cuantas cuotas debe, la suma de dinero que representa y los meses a que corresponden. Se le debe indicar que tiene un mes para realizar el pago correspondiente o se le suspenderá pasado dicho término. Si se le llegare a suspender se le debe advertir que tendrá que pagar la multa del 25% de la deuda a que hace referencia el artículo 33 de la Ley Orgánica. Además, se le debe indicar que dentro de dicho plazo debe presentar las pruebas de descargo para demostrar que pagó, o las que estime convenientes para justificar el impago. Esto se debe hacer tanto si la comunicación se realiza en forma escrita, como si se lleva a cabo en forma telefónica. En este último caso se debe contar con la presencia de dos testigos y dejar una constancia con sus nombres. Preferiblemente se debe realizar en modo de “conferencia”. 2. La comunicación debe realizarse a los medios señalados por el profesional, de conformidad con el artículo 73 del Código de Deberes jurídicos, éticos y morales del Profesional en Derecho. Sin en ninguno de esos medios se localiza, deberá realizarse por publicación, de conformidad con lo establecido en la LGAP y en el Reglamento Autónomo de la corporación, que dicen, respectivamente: LGAP: “Artículo 241.- /1. La publicación no puede normalmente suplir la notificación. /2. Cuando se ignore o esté equivocado el lugar para notificaciones al interesado por culpa de éste, deberá comunicársele el acto por publicación, en cuyo caso la comunicación se tendrá por hecha cinco días después de ésta última. /3. Igual regla se aplicará para la primera notificación en un procedimiento, si no constan en el expediente la residencia, lugar de trabajo o cualquier otra dirección exacta del interesado, por indicación de la Administración o de una cualquiera de las partes; caso opuesto, deberá notificarse. /4. La publicación que suple la notificación se hará por tres veces consecutivas en el Diario Oficial y los términos se contarán a partir de la última.” (El subrayado es nuestro). “Artículo 243.- /1. La notificación podrá hacerse personalmente o por medio de telegrama o carta certificada dirigida al lugar señalado para notificaciones. Si no hubiere señalamiento al efecto hecho por la parte interesada, la notificación deberá hacerse en la residencia, lugar de trabajo o dirección del interesado, si constan en el expediente por indicación de la Administración o de una cualquiera de las partes. /2. En el caso de notificación personal servirá como prueba el acta respectiva firmada por el interesado y el notificador o, si aquél no ha querido firmar, por este último dejando constancia de ello. /3. Cuando se trate de telegrama o carta certificada la notificación se tendrá por hecha con la boleta de retiro o el acta de recibo firmada por quien hace la entrega.”
REGLAMENTO AUTONOMO: “Artículo 11.- Personas Agremiadas Suspendidas. (…) La suspensión disciplinaria se tramitará conforme lo disponga la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. La suspensión por morosidad, en la que incurre la persona agremiada por un atraso mayor de seis meses en el pago de las cuotas de colegiatura, será decretada por la Junta Directiva, previo informe de la Sección de Contabilidad y del apercibimiento que por única vez se hará a la persona remisa por medio de notificación en el lugar señalado en este Colegio o en su defecto por publicación en el Diario Oficial La Gaceta. La medida se mantendrá mientras la persona agremiada suspendida no normalice su situación financiera con el Colegio”. 
Este procedimiento es el que se debe seguir de ahora en adelante, de conformidad con lo establecido por la cita sentencia de la Sala Constitucional, y lo resuelto en la sentencia N° 010-2013, de las 13 horas 30minutos del 18 de febrero de 2013, dictada por la Sección Cuarta del Tribunal Contencioso Administrativo. El nuevo procedimiento requiere, lógicamente, de un instructor. Ahora bien, de conformidad con los artículos 24 de la Ley Orgánica del Colegio y 23 del Reglamento Autónomo, es a la Fiscalía a quien le corresponde instruir los procedimientos sancionatorios. En la actualidad, quien se ocupaba de estos trámites de cobro es don Luis Diego Santana Baldares, cuyo puesto está adscrito al Departamento Financiero Contable. A los efectos de cumplir con lo preceptuado por la normativa interna, estimamos necesario que el puesto del señor Santana pase a depender, orgánicamente, de la Fiscalía, pues de esta forma podría continuar realizando la labor o gestión de cobro como corresponde. Es decir, como instructor de la Fiscalía para los procedimientos sancionatorios por morosidad.”
Destaca la señora Fiscal, que se cuenta con el problema que importante cantidad de agremiados y agremiadas, no actualizan sus datos en el Colegio, por lo que solicita un acuerdo en el sentido que mediante publicación en un periódico, correo masivo y Publicación   en la página del Colegio, se les prevenga los deberes y obligaciones de mantener sus datos actualizados. La Licda. Rosibel Jara Velásquez, sugiere que agreguen en la publicación que actualizar la información será de beneficio para cuando la ciudadanía consulte en la base de datos, por el profesional que requieren. 
SE ACUERDA 2013-09-012 a) Con base en la sentencia 11495-2010 dictada por la Sala Constitucional, donde se realiza el cambió de criterio mantenido hasta ese momento en cuanto al procedimiento a seguir en las faltas de mera constatación, los cuales son los que se llevan en el Colegio para los casos de suspensión por morosidad, se avala el informe del Departamento Legal  AL-92-2013, para lo cual se hacen propios sus fundamentos: :…“Así las cosas, de conformidad con lo anterior, el procedimiento sumario que se debe seguir en los casos de impago es el siguiente: 1. Se debe comunicar al deudor cuantas cuotas debe, la suma de dinero que representa y los meses a que corresponden. Se le debe indicar que tiene un mes para realizar el pago correspondiente o se le suspenderá pasado dicho término. Si se le llegare a suspender se le debe advertir que tendrá que pagar la multa del 25% de la deuda a que hace referencia el artículo 33 de la Ley Orgánica. Además, se le debe indicar que dentro de dicho plazo debe presentar las pruebas de descargo para demostrar que pagó, o las que estime convenientes para justificar el impago. Esto se debe hacer tanto si la comunicación se realiza en forma escrita, como si se lleva a cabo en forma telefónica. En este último caso se debe contar con la presencia de dos testigos y dejar una constancia con sus nombres. Preferiblemente se debe realizar en modo de “conferencia”. 2. La comunicación debe realizarse a los medios señalados por el profesional, de conformidad con el artículo 73 del Código de Deberes jurídicos, éticos y morales del Profesional en Derecho. Sin en ninguno de esos medios se localiza, deberá realizarse por publicación, de conformidad con lo establecido en la LGAP y en el Reglamento Autónomo de la corporación, que dicen, respectivamente: LGAP: “Artículo 241.- /1. La publicación no puede normalmente suplir la notificación. /2. Cuando se ignore o esté equivocado el lugar para notificaciones al interesado por culpa de éste, deberá comunicársele el acto por publicación, en cuyo caso la comunicación se tendrá por hecha cinco días después de ésta última. /3. Igual regla se aplicará para la primera notificación en un procedimiento, si no constan en el expediente la residencia, lugar de trabajo o cualquier otra dirección exacta del interesado, por indicación de la Administración o de una cualquiera de las partes; caso opuesto, deberá notificarse. /4. La publicación que suple la notificación se hará por tres veces consecutivas en el Diario Oficial y los términos se contarán a partir de la última.” (El subrayado es nuestro). “Artículo 243.- /1. La notificación podrá hacerse personalmente o por medio de telegrama o carta certificada dirigida al lugar señalado para notificaciones. Si no hubiere señalamiento al efecto hecho por la parte interesada, la notificación deberá hacerse en la residencia, lugar de trabajo o dirección del interesado, si constan en el expediente por indicación de la Administración o de una cualquiera de las partes. /2. En el caso de notificación personal servirá como prueba el acta respectiva firmada por el interesado y el notificador o, si aquél no ha querido firmar, por este último dejando constancia de ello. /3. Cuando se trate de telegrama o carta certificada la notificación se tendrá por hecha con la boleta de retiro o el acta de recibo firmada por quien hace la entrega.” REGLAMENTO AUTONOMO: “Artículo 11.- Personas Agremiadas Suspendidas. (…) La suspensión disciplinaria se tramitará conforme lo disponga la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. La suspensión por morosidad, en la que incurre la persona agremiada por un atraso mayor de seis meses en el pago de las cuotas de colegiatura, será decretada por la Junta Directiva, previo informe de la Sección de Contabilidad y del apercibimiento que por única vez se hará a la persona remisa por medio de notificación en el lugar señalado en este Colegio o en su defecto por publicación en el Diario Oficial La Gaceta. La medida se mantendrá mientras la persona agremiada suspendida no normalice su situación financiera con el Colegio”.  Este procedimiento es el que se debe seguir de ahora en adelante, de conformidad con lo establecido por la cita sentencia de la Sala Constitucional, y lo resuelto en la sentencia N° 010-2013, de las 13 horas 30minutos del 18 de febrero de 2013, dictada por la Sección Cuarta del Tribunal Contencioso Administrativo. El nuevo procedimiento requiere, lógicamente, de un instructor. Ahora bien, de conformidad con los artículos 24 de la Ley Orgánica del Colegio y 23 del Reglamento Autónomo, es a la Fiscalía a quien le corresponde instruir los procedimientos sancionatorios. En la actualidad, quien se ocupaba de estos trámites de cobro es don Luis Diego Santana Baldares, cuyo puesto está adscrito al Departamento Financiero Contable. A los efectos de cumplir con lo preceptuado por la normativa interna, estimamos necesario que el puesto del señor Santana pase a depender, orgánicamente, de la Fiscalía, pues de esta forma podría continuar realizando la labor o gestión de cobro como corresponde. Es decir, como instructor de la Fiscalía para los procedimientos sancionatorios por morosidad. b) Mediante publicación en un periódico, correo masivo, Publicación  en la página del Colegio, se les prevenga a los agremiados y agremiadas los deberes y obligaciones de mantener sus datos actualizados.  Los datos se debe actualizar conforme: El ordinal 73 del  Código establece: “El abogado y la abogada deberán mantener actualizados sus datos de especialización y localización. Los cambios a este respecto deberán ser comunicados al Colegio dentro del mes siguiente”. El incumplimiento de los deberes y obligaciones a que se refiere la anterior norma constituye falta leve conforme el ordinal 82 del Código citado; y se sanciona, conforme el ordinal 85 inciso a), con amonestación, apercibimiento por escrito y hasta suspensión en el ejercicio profesional por tres meses. El incumplimiento del anterior deber, se ha venido haciendo patente y de ahí que se insta a todos los abogados y abogadas a cumplir con lo preceptuado en el artículo citado, en los quince días hábiles posteriores a la publicación del presente, pues en caso contrario se iniciarán los procedimientos disciplinarios correspondientes. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Fiscalía, Departamento de Proveeduría. Departamento de Finanzas y Presupuesto. Departamento de Informática. Gestión de Cobro.
6.1.1 La Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, comenta que en el Congreso de Fiscalías, se mencionó la posibilidad de que la Federación de Colegios Profesionales trate de  unificar ideas, para que se pueda tener acceso al registro cedular del Registro Civil, al cual tienen acceso únicamente las autoridades. 
6.1.2 La Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, somete a consideración autorizar al Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Director del Departamento Legal, para que acuerde llegar de ser posible una medida alterna en la causa penal Nº 10-002427-283-PE, donde el denunciado es el Sr. Lauro Velásquez De León y el denunciante el Sr. Asdrúbal Vega Murillo. Tomando en cuenta que es uno de los medios de solución del conflicto, que se permiten dentro del proceso penal, de conformidad con el Código Procesal Penal, de acuerdo al espíritu contenido en su artículo 7, que busca la paz social. La audiencia se llevará a cabo en el Juzgado Penal de Pavas; el miércoles 13 de marzo del 2013.
SE ACUERDA 2013-09-013 Autorizar al Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Director del Departamento Legal, a acudir y llegar una posible salida alterna en la causa penal Nº 10-002427-283-PE, donde el denunciado es el Sr. Lauro Velásquez De León y el denunciante el Sr. Asdrúbal Vega Murillo. Tomando en cuenta que es uno de los medios de solución del conflicto, que se permiten dentro del proceso penal, de conformidad con el Código Procesal Penal, de acuerdo al espíritu contenido en su artículo 7, que busca la paz social. La audiencia se llevará a cabo en el Juzgado Penal de Pavas; el miércoles 13 de marzo del 2013. Siete votos. Responsable: Lic. Arnoldo Segura Santiesteban. El Lic. Edgar Castrillo Brenes, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
6.1.3 La Licda. Cindy Solórzano Núñez, señala que en la sesión anterior se le autorizo a reunirse con las partes en el caso el expediente 383-08 (6). Denunciado: Lic. Hugo Armando Reyes Herrera. Denunciante: Johel Guillermo Araya Ramírez, para efectos  de analizar una propuesta de conciliación. Añade que hoy se reunió con el Abogado del Lic. Hugo Reyes y la propuesta que presenta para conciliar con el Colegio, es que la Junta Directiva anule la sanción. 
SE ACUERDA 2013-09-014 Con respecto a la conciliación que se pretende con el caso el expediente 383-08 (6). Denunciado: Lic. Hugo Armando Reyes Herrera. Denunciante: Johel Guillermo Araya Ramírez, la Junta Directiva, no tiene la potestad para anular una sanción ya impuesta por lo que no es posible conciliar en este caso. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. 
6.1.4 La Licda. Cindy Solórzano Núñez, consulta si la Comisión Académica ya brindó el informe que se le solicitó, con respecto a la nota del CONESUP sobre el Convenio entre la Sala Constitucional y el Colegio de Abogados de Costa Rica, sobre la “Realización de Trabajo Comunal Universitario de estudiantes de Derecho en la Sala Constitucional. Al respecto el señor Presidente indica que aún no ha sido recibido, por lo que tomando en cuenta la urgencia del caso por los estudiantes que están esperando la respuesta, somete a consideración dejar sin efecto el acuerdo donde se le traslada a la Comisión Académica y que se proceda a comunicar al CONESUP lo indicado por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, mediante oficio DAI-29-2013.
SE ACUERDA 2013-09-015 a) Dejar sin efecto el acuerdo 2013-06-007 b) Avalar la nota DAI-29-2013 suscrita por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde emite criterio sobre el Convenio entre la Sala Constitucional y el Colegio de Abogados de Costa Rica, con relación a la “Realización de Trabajo Comunal Universitario de estudiantes de Derecho en la Sala Constitucional”. Se hacen propios los fundamentos del Director Académico:  “En el oficio CONESUP-SA-0193-2013, "in fine" se lee: "(...,) el Consejo desea consultar al Colegio de abogados de costa Rica, cuáles son las razones por las que se firma este convenio, en el que, aparentemente se estaría reconociendo como trabajo comunal universitario de estudiantes de Derecho, un tipo de trabajo que no requiere ninguna destreza, ningún conocimiento de Derecho y que no pareciera, por tanto, tampoco estar haciendo ningún aporte de valor agregado en el campo de Derecho a la sociedad, o sea, por los mismos criterios que otras veces que el Colegio a cuestionado trabajos comunales universitarios pareciera que debe de cuestionar también éste. " En relación con el texto transcrito, debe aclararse que ante la afirmación "(...,) no pareciera, por tanto, tampoco estar haciendo ningún aporte de valor agregado en el campo de Derecho a la sociedad", esta Dirección externa su criterio de que tal aseveración es inexacta, toda vez que la sociedad en general debe tener la posibilidad de acceso a los criterios de la Sala, y cada uno de los ciudadanos posee el derecho subjetivo, de conocer en particular resoluciones relacionadas con una jurisprudencia concreta; en consecuencia, el trabajo de lectura integral de una sentencia, labor con la que se espera poder determinar posibles datos sensibles a ocultar, y a un tiempo, respetar el derecho de las personas a la autodeterminación informativa, es un gran aporte que se hace a la Comunidad Costarricense en General, a más del valor académico que como experiencia de aprendizaje, adquiere el estudiante, toda vez que como se verá más adelante, para lograr en el manejo del lenguaje. En cuanto a la afirmación: "(...,) aparentemente se estaría reconociendo como trabajo comunal universitario de estudiantes de Derecho, un tipo de trabajo que no requiere ninguna destreza, ningún conocimiento de Derecho (...), resulta muy discutible, pues anonimizar una resolución judicial, puede no reducirse a tan sólo suprimir nombres propios y sustituirlos por sus respectivas iniciales, sino además, ver que mediante otros medios discursivos, tampoco se pueda determinar identidades; véase que en la redacción de una sentencia, mediante una antonomasia, podría estarse dando a conocer la identidad de una persona sin necesariamente decir su nombre de pila directamente, por ejemplo, el hecho de decir "deberá el Gerente del ICE que ostenta el cargo en la actualidad", en este caso, con sólo detenerse en observar la fecha del fallo, es sencillo determinar la identificación de la persona; antonomasias como el "mandatario en ejercicio" que refiere a quien ocupa la presidencia de la República, dentro de una cadena de palabras o sintagma, podrían ayudar por igual a identificar a personas sobre las que versa un proceso; de allí que la cláusula segunda del convenio, no establece que los estudiantes deberán ocultar nombres, sino que indica con toda precisión, que deberán ocultar datos sensibles contenidos el 1.200 sentencias; en este caso el sintagma "datos sensibles" refiere a cualquier composición o estructura léxica, con la que se pueda identificar a un sujeto de derecho, o sea, lo que en retórica se conoce como topos, entre ellos la antonomasia o la metonimia, mediante las cuales pueda darse a conocer la identidad de una persona. Dado lo anterior, y considerando que los límites entre el lenguaje coloquial y el técnico jurídico no se encuentra perfectamente determinados, para la labor a que refiere el convenio que aquí se analiza, sí se requiere formación jurídica para lograr la eficacia deseada”.Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría-Comunicar al CONESUP.
ARTICULO 7)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA.

7.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que la Comisión de Derecho a la Salud, se encuentra organizando para los días 22 y 23 de abril 2013, el I Seminario Internacional de Derecho Sanitario, “La salud una responsabilidad compartida”. Se contará con la participación tanto de expositores nacionales como expositores de Argentina, España y Uruguay (sin costo alguno para el Colegio). En razón de lo anterior, solicitan que se comunique el evento en la publicación de los cursos del mes de abril y además se les brinde audiencia para el próximo lunes, a efecto de  exponer los alcances del evento y que se les patrocine un refrigerio para la actividad.
SE ACUERDA 2013-09-016 a) Oficializar la realización del I Seminario Internacional de Derecho Sanitario, “La salud una responsabilidad compartida”, organizado por la Comisión de Derecho a la Salud, para los días 22 y 23 de abril 2013. En el cual se contará con la participación expositores nacionales como expositores de Argentina, España y Uruguay (sin costo alguno para el Colegio). b) Brindar audiencia para la próxima sesión a la Comisión de Derecho a la Salud, con la finalidad de que expongan los alcances del I Seminario Internacional de Derecho Sanitario, “La salud una responsabilidad compartida”. c) Comunicar el evento en la publicación del los curso de Educación Jurídica Continua  del mes de abril. Ocho votos. Responsable: Presidencia. Comisión de Derecho a la Salud. 
7.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, con respecto a lo que se había comentado sobre las certificaciones que se emiten en la oficina del Colegio, ubicada en el Registro Nacional, para que sea emitidas como informes registrales; comunica que el Registro va a presentar a partir del 01 de abril, cambios en el sistema de bienes inmuebles y con eso será remediado la inquietud presentada. 
Por otra parte, con respecto a las computadoras nuevas que se instalaron para el servicio de los agremiados y agremiadas en la oficina del Registro Nacional, el Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa informa que algunos abogados  han estado utilizando el Servicio de Internet de la oficina para ingresar a Redes Sociales y páginas que riñen con el decoro que se debe de mantener en una oficina del Colegio.
7.3  El Lic. José Luis Meneses Rímola, manifiesta que en una de las sesiones anteriores se tomó el acuerdo de aprobación de adjudicación, para el Suministro de Materiales para oficina, pero la empresa J&E Suministros S.A. solicita que su oferta sea desestimada, porque los precios indicados en su oferta fueron mal digitados y difieren totalmente de precios reales de mercado. En razón de lo anterior el Proveedor General, presenta nota PRV-0101-2013 donde somete a conocimiento el informe con la recomendación para la readjudicación de renglones para los cuales no se efectuó el perfeccionamiento  contractual en la Licitación Abreviada 2013LA-000002-CAB “Suministro de Artículos para Oficina”.

SE ACUERDA 2013-09-017 Conforme a lo indicado por el Lic. Carlos Hidalgo Quesada, Proveedor General, se aprueba la recomendación para la readjudicación de renglones 78, 82, 93 y 10, para los cuales no se efectuó el perfeccionamiento  contractual en la Licitación Abreviada 2013LA-000002-CAB “Suministro de Artículos para Oficina. Adjudicar a la empresa Compubetel S.A., por un monto total de ¢1.440.842.20 (un millón cuatrocientos cuarenta mil ochocientos cuarenta y dos colones con veinte céntimos). Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Proveeduría. 
Al ser las dieciocho horas con cinco minutos se retira la Dra. Roxana Sánchez Boza. Roxana. 
ARTICULO 8)  ASUNTOS BREVES, TRASLADOS  Y DE FONDO  DE FISCALÍA.
8.1.- ASUNTOS DE FONDO:

Expone la Licda. Francinie Cubero De la Vega.
8.1.1.- Expediente Nº: 073-12 (1). Denunciada: Licda. Marta Elena Fonseca Aguilar. Denunciante: María Isabel González Rojas. 
SE ACUERDA 2013-09-018 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.2.- Expediente Nº: 206-10 (1). Denunciados: Lic. Víctor Mora Bolaños y Lic. Rodolfo Arroyo Porras. Denunciante: Adolfo Araujo. (Revocatoria acto final). 
SE ACUERDA 2013-09-019 Declarar parcialmente con lugar el recurso de revocatoria interpuesto por el licenciado Arroyo Porras en cuanto al punto a) del por tanto y rebajar la sanción impuesta al denunciado a amonestación, por incumplir el artículo 13 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.3.- Expediente Nº: 207-11 (1). Denunciada: Licda. Jacqueline Rocío Ramírez Picado. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial Guanacaste). 
SE ACUERDA 2013-09-020 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.4.- Expediente Nº: 213-11 (1). Denunciado: Lic. Minor Agustín Badilla Toruño. Denunciantes: Hernán Solano Fonseca. 
SE ACUERDA 2013-09-021 Declarar con lugar la denuncia e imponer al denunciado la sanción disciplinaria de seis meses de suspensión en el ejercicio de la profesión, por violentar el artículo 34 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.5.- Expediente Nº: 417-11 (1). Denunciados: Lic.  Eduardo Sáenz Solano y Lic. Roberto Soto Vega. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Siquirres). 
SE ACUERDA 2013-09-022 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.6.- Expediente Nº: 495-09 (1). Denunciada: Licda. Ana Rosario Hernández Solano. Denunciante: Gabriela Brenes Gutiérrez. 
SE ACUERDA 2013-09-023 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.7.- Expediente Nº: 572-08 (1). Denunciado: Lic. Roberto Flores Monestel. Denunciante: Rafael Blanco Arce. Revocatoria acto final. 
SE ACUERDA 2013-09-024 Rechazar el recurso de revocatoria contra el acto final y dar por agotada la vía administrativa. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.8.- Expediente Nº: 053-13 (1). Denunciado: Lic. Rodrigo Mata Araya. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José). Medida Cautelar. 
SE ACUERDA 2013-09-025  Ordenar la medida cautelar la suspensión en el ejercicio profesional del licenciado Rodrigo Mata Araya, hasta tanto se revoque o confirme la medida cautelar, o hasta el acto final. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.9.- Expediente Nº: 664-10 (1). Denunciada: Licda. Guiza Pinchanski Binderoski. Denunciante: Dennis Janik. 
SE ACUERDA 2013-09-026 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.10.- Expediente Nº: 723-10 (1). Denunciado: Lic. Luis Alexander Rojas Fallas. Denunciantes: Ana Lucía Vargas Guzmán, Xiomara Marín Rodríguez, Reiman Castro Morice, Elna Julieta Araya Zeledón. 
SE ACUERDA 2013-09-027 Declarar con lugar la denuncia en cuanto al punto A), denuncia interpuesta por Ana Lucía Vargas Guzmán e imponer tres años y ocho meses de suspensión; punto B), denuncia interpuesta por Xiomara Marín Rodríguez e imponer año y tres meses de suspensión; punto D), denuncia interpuesta por Elna Julieta Araya Zeledón e imponer tres años y ocho meses de suspensión, para un total de ocho años y siete meses de suspensión en el ejercicio de la profesión, por violentar los artículo 24 y 83 inciso e) del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho; y en cuanto al punto C), declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
Expone la Licda. Lissette Bogantes Vindas.

8.1.11.- Expediente Nº: 514-10 (3). Denunciados: Lic. Ana Victoria Kinderson Roldan y Lic. Jurgen Kinderson Roldan. Denunciante: Benjamín González Alfaro. 
SE ACUERDA 2013-09-028 Declarar sin lugar la denuncia en aplicación del principio de inocencia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.12.- Expediente Nº: 261-10 (3). Denunciado: Lic. Luis Fernando Rodríguez Alpízar. Denunciante: Vera Amalia Ugalde Vargas. Recurso de revocatoria contra resolución final. 
SE ACUERDA 2013-09-029 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa.  Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.13.- Expediente Nº: 308-12 (3). Denunciada: Licda. Adriana Chichilla Villalta. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de La Unión). 
SE ACUERDA 2013-09-030 Declarar con lugar la denuncia e imponer la sanción disciplinaria de un mes de suspensión.  Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.14.- Expediente Nº: 569-11 (3). Denunciado: Lic. Juan Luis Gómez Gamboa. Denunciante: De oficio (Registro Inmobiliario). 
SE ACUERDA 2013-09-031 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.15.- Expediente Nº: 764-11 (3). Denunciado: Lic. David Cartín Fallas. Denunciante: Sonia Patricia Arias Jiménez. Recurso de revocatoria contra acto final y recurso de adición de la parte denunciante. Argumentos del recurso de la parte denunciada. 

SE ACUERDA 2013-09-032 Rechazar ambos recursos por extemporáneos, manteniendo incólume el acto recurrido, dando por agotada la vía administrativa. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.16.- Expediente Nº: 400-11 (3). Denunciado: Lic. Javier Castillo Castro. Denunciante: Vera Violeta Salazar Rojas. 
SE ACUERDA 2013-09-033  Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.17.- Expediente Nº: 616-10 (3). Denunciado: Lic. Rodolfo Solís Rodríguez. Denunciante: Mirna González Contreras. 
SE ACUERDA 2013-09-034 Declarar con lugar la denuncia e imponer sanción mínima de tres meses de suspensión. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.18.- Expediente Nº: 493-12 (3). Denunciado: Lic. Eduardo López Arroyo. Denunciante: Walter Arroyo Carazo. 
SE ACUERDA 2013-09-035 Declarar con lugar la excepción de prescripción y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.19.- Expediente Nº: 204-11 (3). Denunciada: Licda. Liliam De León Quesada. Denunciante: Marvin Rodríguez Arguedas. 
SE ACUERDA 2013-09-036 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Gabriel Zelada Dalorzo.

8.1.20.- Expediente Nº: 100-11 (4). Denunciado: Lic. Gerardo Morales Valverde. Denunciantes: Mauricio y Antonio, ambos Jiménez Quesada. 
SE ACUERDA 2013-09-037 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria, manteniendo incólume la resolución recurrida y dar por agotada la vía administrativa. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.21.- Expediente N°: 544-11 (4). Denunciados: Lic. William Mora Guevara y Licda. Mauren Masís Mora Denunciante: Luis Fernando Chavarría Granados. 
SE ACUERDA 2013-09-038 Declarar sin lugar el recurso, manteniendo incólume la resolución recurrida, dando por agotada la vía administrativa; y rechazar solicitud de acogerse al 87 bis por falta de requisitos. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.22.- Expediente N° 595-11 (4). Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós. Denunciante: Marisol Barrios Zúñiga. 
SE ACUERDA 2013-09-039 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.23.- Expediente Nº: 600-11 (4). Denunciada: Licda. Leda Alvarado Navarrete. Denunciante: Ana Salazar Alfaro. 
SE ACUERDA 2013-09-040 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión, sanción mínima para faltas graves. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.24.- Expediente N°: 025-12 (4). Denunciado: Lic. Mario Saborío Rocafort. Denunciante: Javier Mata Trigueros. 
SE ACUERDA 2013-09-041 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.25.- Expediente Nº: 218-12 (4). Denunciada: Licda. Engie Marín Pandolfi. Denunciante: De oficio (Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2013-09-042 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres años de suspensión en el ejercicio de la abogacía. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Antonio José Lacayo Vega.
8.1.26.- Expediente Nº: 425-11 (5). Denunciado: Lic. Carlos Fallas Corrales. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Desamparados). 
SE ACUERDA 2013-09-043 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.27.- Expediente Nº: 589-11 (5). Denunciado: Lic. Manuel Ángel Alvarado Blanco. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José).  
SE ACUERDA 2013-09-044 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.28.- Expediente Nº: 176-11 (5). Denunciado: Lic. Alexander Villegas Hernández. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 
SE ACUERDA 2013-09-045 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.29.- Expediente Nº: 322-11 (5). Denunciado: Lic. Rodolfo Price Chinchilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito de la Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2013-09-046 Declarar con lugar la denuncia e imponer un mes de suspensión. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.30.- Expediente Nº: 002-11 (5). Denunciada: Licda. Iveth Emilia Quesada Ugalde. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de Liberia). 
SE ACUERDA 2013-09-047 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.31.- Expediente Nº: 648-11 (5). Denunciada: Licda. Iveth Emilia Quesada Ugalde. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2013-09-048 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.32.- Expediente Nº: 377-10 (5). Denunciado: Lic. Jorge Brenes Martínez. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2013-09-049 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.33.- Expediente Nº: 351-11 (5). Denunciado: Lic. Fernando Mc Knight Loaiza. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2013-09-050 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.34.- Expediente Nº: 063-12 (5). Denunciado: Lic. Jorge Eduardo Morales Fernández. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2013-09-051 Declarar con lugar la denuncia e imponer un mes de suspensión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. El MSc. Jorge Villegas Rojas, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
8.1.35.- Expediente N°: 357-12 (5). Denunciado: Lic. Mario Chaves Cambronero. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal I Circuito Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2013-09-052 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.36.- Expediente Nº: 166-08 (5). Denunciado: Lic. Gustavo Adolfo Koutsouris Canales. Denunciante: Marvin Eduardo Vega Castro. 
SE ACUERDA 2013-09-053 Declarar sin lugar ambos recursos de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Rafael Hernández Vindas.
8.1.37.- Expediente Nº: 636-09 (2). Denunciado: Lic. Kenneth Muñoz Linkimer. Denunciante: Michael Edicson Granados Ureña. 
SE ACUERDA 2013-09-054 Por existir duda razonable y en aplicación del principio de inocencia a favor del denunciado, se recomienda declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.38.- Expediente Nº: 629-10 (2). Denunciado: Lic. Juan Carlos Arce Chavarría. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Administrativo). 
SE ACUERDA 2013-09-055 Rechazar la excepción de falta de derecho y falta de legitimación, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.39.- Expediente Nº: 650-11 (2). Denunciado: Lic. Carlos González Campos. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José) 
SE ACUERDA 2013-09-056 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.40.- Expediente Nº: 443-11 (2). Denunciado: Lic. Royran Arias Navarro. Denunciante: Reina María Obregón Obregón. 
SE ACUERDA 2013-09-057 En aplicación del principio de inocencia, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.41.- Expediente N°: 116-10 (2). Denunciada: Licda. Mayling Larios Alegría. Denunciante: Claudio Ansorena Montero. 
SE ACUERDA 2013-09-058 En aplicación del principio de inocencia a favor de la denunciada, se recomienda declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.42.- Expediente Nº: 335-10 (2). Denunciada: Licda. Ileana Chaves Portilla. Denunciante: Robinson Pérez Brais. 
SE ACUERDA 2013-09-059 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.43.- Expediente Nº: 335-10 (2). Denunciado: Lic. Pablo Rodríguez Solano. Denunciante: Jesús Murillo Delgado. 
SE ACUERDA 2013-09-060 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.44.- Expediente Nº: 258-11 (2). Denunciado: Lic. Víctor Rafael Herrera Flores. Denunciante: De oficio (Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2013-09-061 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía. 
Expone el Lic. Gary Hernández Santana.
8.1.45.- Expediente Nº: 012-11 (6). Denunciado: Lic. Carlos Luis Quesada Elizondo. Denunciante: Betty Fonseca Mora. 
SE ACUERDA 2013-09-062 Declarar con lugar la denuncia y prevenir al licenciado Carlos Luis Quesada Elizondo, devolver en el plazo de un mes calendario, contados a partir de la firmeza de este fallo, la suma de $3.500, ya sea directamente a la denunciante, Betty Fonseca Mora, o mediante depósito en la Caja del Colegio o depósito a la cuenta bancaria del Colegio de Abogados de Costa Rica, número 100-01-000-016872-4, del Banco Nacional de Costa Rica, debiendo en todos los casos aportar el respectivo comprobante. En caso de devolver la suma indicada, la sanción a imponer será de tres meses de suspensión en el ejercicio de la profesión por la falta que se ha tenido por acreditada, caso contrario se le mantendrá la de los ocho meses y medio de suspensión en el ejercicio liberal de la profesión. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.46.- Expediente Nº: 034-11 (6). Denunciado: Lic. Dino Blando Valverde. Denunciante: Freddy Pérez Santander. 
SE ACUERDA 2013-09-063  Declarar sin lugar la denuncia y archivar el expediente. Siete  votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.47.- Expediente Nº: 298-11 (6). Denunciada: Licda. Angie Andrea Arce Acuña. Denunciante: Jorge Gustavo Garita Rodríguez. 
SE ACUERDA 2013-09-064 Declarar parcialmente con lugar la denuncia en el tanto y el cuanto se tiene por demostrado que la Licda. Arce Acuña cobró en exceso de lo establecido en el Arancel Profesional que para el momento de la contratación estaba en vigencia, declarándose sin lugar en lo demás. Por lo anterior se le previene a la Licda. Arce Acuña reintegrar al señor Jorge Gustavo Garita Rodríguez la suma de ¢235.00, en el plazo de UN MES a partir de la firmeza de este acuerdo, bien sea directamente al señor Garita Rodríguez, mediante depósito en la Caja del Colegio o mediante depósito a la cuenta bancaria del Colegio de Abogados de Costa Rica, número 100-01-000-016872-4, del Banco Nacional de Costa Rica, debiendo en todos los casos aportar el respectivo comprobante. En caso de que la Licda. Arce Acuña no reintegre el monto antes prevenido, la sanción disciplinaria a imponer será de CUATRO MESES de suspensión en el ejercicio de la profesión por la falta que se ha tenido por acreditada, contraviniendo los artículos 9 inciso 4) de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados de Costa Rica, relacionado con los numerales 83 inciso d), 85 inciso b), y 86 del Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Siete  votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.48.- Expediente Nº: 335-11 (6). Denunciada: Licda. Lucy Dayana Camacho Guzmán. Denunciante: Victoria Carballo González. 
SE ACUERDA 2013-09-065 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. A partir de la notificación de esta resolución corre el término de un mes para que la Licda. Camacho Monge le devuelva a la señora Victoria Carballo González la suma prevenida en el acto final, bajo pena de imponerle tres meses de suspensión. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.49.- Expediente Nº: 465-11 (6). Denunciada: Licda. Johanna Isabel Meneses Ramírez. Denunciante: De oficio (Juzgado de Familia de Heredia). 
SE ACUERDA 2013-09-066 Rechazar las excepciones de falta de derecho, interés y causa; declarar sin lugar la denuncia y archivar el expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.50.- Expediente Nº: 480-11 (6). Denunciado: Lic. Luis Fernando Hernández Rodríguez. Denunciante: María Isabel Sánchez Mora. 
SE ACUERDA 2013-09-067 Declarar sin lugar la denuncia y archivar el expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.51.- Expediente Nº: 501-11 (6). Denunciada: Licda. Blanca Cecilia Briceño Bustos. Denunciante: Lic. Franklin López Ramírez. 
SE ACUERDA 2013-09-068 Rechazar las excepciones de falta de derecho, de acción y la genérica sine actione; declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Por improcedente se rechaza la condenatoria en costas al quejoso. Si a bien lo tiene la Licda. Briceño Bustos puede establecer formalmente la denuncia en contra del Lic. López Ramírez con las formalidades que establece la Ley General de la Administración Pública. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.52.- Expediente Nº: 529-11 (6). Denunciado: Lic. Francisco Antonio Jara Guzmán. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2013-09-069 Declarar con lugar la denuncia e imponerle al licenciado Francisco Antonio Jara Guzmán, colegiado 14599, la sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio de la profesión de la abogacía por todo el plazo que se encuentre privado de su libertad, la cual comienza a regir a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta. Queda al interés del Lic. Jara Guzmán demostrar al Colegio de Abogados el momento exacto en que se haya descontado su pena a efecto de obtener su rehabilitación en el ejercicio profesional de la abogacía. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.53.- Expediente Nº: 697-11 (6). Denunciado: Lic. Mario Morales Villalobos. Denunciante: De oficio (Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Grecia). 
SE ACUERDA 2013-09-070 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento por escrito. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.54.- Expediente Nº: 096-12 (6). Denunciado: Lic. José Eduardo Quesada Loría. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal Juvenil de San José). 
SE ACUERDA 2013-09-071 Declarar sin lugar la denuncia y archivar el expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.1.55.- Expediente Nº: 622-12 (6). Denunciado: Lic. Luis Enrique Wong Sánchez. Denunciante: De oficio (Registro Inmobiliario del Registro Nacional). 
SE ACUERDA 2013-09-072 Declarar con lugar la excepción de prescripción y se ordena el archivo del expediente. Siete  votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.- ASUNTOS BREVES:

8.2.1.- Expediente Nº: 384-11 (1). Denunciado: Lic. Francisco Morera Alfaro. Denunciante: Daniel Bolaños Pacheco. 
SE ACUERDA 2013-09-073 Suspender el trámite del proceso hasta que finalice el proceso penal 10-002830-0331-PE, debido a que los hechos probados en dicha sede tienen prioridad sobre los que se tengan en esta sede y de darse hechos probados contradictorios, el acto final aquí dictado podría finalizar en nulo. Seis votos. Responsable: Fiscalía. El MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
8.2.2.- Expediente Nº: 028-13(1). Denunciada: Licda. María Vanessa Quesada Córdoba. Denunciante: Gabriel Chaverri Ugalde. 
SE ACUERDA 2013-09-074 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Cuatro votos. Responsable: Fiscalía. Se encontraban fuera en el momento de la votación el Dr. Gary Amador Badilla, Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón, MSc. Edgar Castrillo Brenes.
8.2.3.- Expediente Nº: 391-11 (1). Denunciada: Licda. Gabriela Quirós Zúñiga. Denunciante: Ulises Orlando Umaña Ovares. 
SE ACUERDA 2013-09-075 Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.4.- Expediente Nº: 447-11 (1). Denunciados: Lic. Arturo Rojas Fernández y Lic. Carlos Rodríguez Rescia. Denunciante: Johanna González Elizondo. Solicitud de prueba para mejor resolver.
SE ACUERDA 2013-09-076 Acoger la solicitud de prueba para mejor resolver solicitada por la parte denunciada; delegar en la Fiscalía que realice el trámite necesario para recibir la declaración de la señora Gladis Blanco. Queda a cargo de la parte denunciada el diligenciar la respectiva cédula de notificación al testigo ofrecido una vez que se le señale hora y fecha para evacuar dicha prueba. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.5.- Expediente Nº: 522-12 (1). Denunciada: Licda. Natalia Sarmiento Vargas. Denunciantes: Marcos Vargas Méndez y Maikol Álvarez Gómez. 
SE ACUERDA 2013-09-077 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.6.- Expediente Nº: 583-12 (1), Denunciado: Lic.  Luis Felipe Calderón Pérez. Denunciante: Cirlene Reyes Madrigal. 
SE ACUERDA 2013-09-078 Rechazar de plano la denuncia por prevención no cumplida y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.7.- Expediente Nº: 593-12 (1). Denunciado: Lic. Fernando Sánchez Rojas. Denunciante: Álvaro Sánchez Herrera. 
SE ACUERDA 2013-09-079 Rechazar de plano y ordenar su archivo. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.8.- Expediente Nº: 822-11 (1). Denunciado: Lic. Juan Rafael Morales Salas. Denunciante: Bernardo Delgado Montero y otro. 
SE ACUERDA 2013-09-080 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.9.- Expediente Nº: 645-12 (2). Denunciado: Lic. Harold Cortés Enríquez. Denunciante: De oficio (Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas). 
SE ACUERDA 2013-09-081 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.10.- Expediente Nº: 823-11 (2). Denunciado: Lic. Rodney Montalbán Rivera. Denunciante: Lic. José Bernardo Soto Calderón. 
SE ACUERDA 2013-09-082 Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.11.- Expediente Nº: 213-12 (3). Denunciado: Licda. Margarita del Carmen Obregón Cerda. Denunciante: María Susana Urbina. 
SE ACUERDA 2013-09-083 Rechazar el recurso de apelación. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.12.- Expediente Nº: 298-12 (3). Denunciado: Lic. Walter Rodrigo Mora Morales. Denunciante: Jonathan Eliecer Sánchez Romelis. Recurso de apelación contra el auto inicial. 
SE ACUERDA 2013-09-084 Rechazar el recurso de apelación. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.13.- Expediente Nº: 028-08 (3). Denunciado: Lic. William Castro Badilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Hatillo). 
SE ACUERDA 2013-09-085 Tener por cumplido el beneficio de ejecución condicional de la sanción que fue otorgado, ordenar el archivo del expediente y la inscripción respectiva en el registro de beneficiados. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.14.- Expediente Nº: 241-12 (3). Denunciado: Lic. Marco Calvo Amador. Denunciante: Zoila Verónica Gaitán Quintero. 
SE ACUERDA 2013-09-086 Homologar el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo del expediente. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.15.- Expediente número: 473-06 (4). Denunciado: Lic. Edilberto Escobar Cascante, Denunciante: Juzgado Penal de Alajuela (De Oficio). 
SE ACUERDA 2013-09-087 Comunicar continuación de los procedimientos. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.16.- Expediente Nº: 714-12 (4). Denunciada: Licda. Hazel Víquez Alvarado. Denunciante: Rolando Rodríguez Trejos. 
SE ACUERDA 2013-09-088 Rechazar el recurso de revocatoria por extemporáneo y continuar con el trámite del proceso a fin de determinar la verdad real de los hechos. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.17.- Expediente Nº: 429-09 (4). Denunciado: Lic. Víctor Raúl Obando Mendoza. Denunciante: Registro Nacional (De oficio). 
SE ACUERDA 2013-09-089 Dar por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado al licenciado Víctor Raúl Obando Mendoza, ordenando el archivo del expediente y la inscripción en el registro. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.2.18.- Expediente Nº: 185-12 (4). Denunciada: Licda. Karla María Hernández Vargas. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2013-09-090 Suspender el procedimiento hasta tanto la agremiada cumpla debidamente con el beneficio de ejecución condicional de la pena otorgado por el plazo de cinco años.  Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

En los siguientes catorce (14) expedientes se recomienda el inicio del procedimiento. El funcionario o la funcionaria de Fiscalía, a quien por nómina corresponderá la instrucción del procedimiento en virtud de delegación al efecto y que se identifica con el número entre paréntesis que sigue al número de expediente, ha sido prestado la debida juramentación y aceptación del cargo.

La nómina de instructores e instructoras es como sigue:

Licda. Francinie Cubero De la Vega – Instructora 1.

Lic. Rafael Hernández Vindas – Instructor 2.

Licda. Lissette Bogantes Vindas – Instructora 3.

Lic. Gabriel Zelada Dalorzo – Instructor 4.

8.3.1.- Expediente Nº: 453-12 (1). Denunciado: Lic. Neftalí Francisco Fernández Morales. Denunciante: Germán Bolaños Obando. 
SE ACUERDA 2013-09-091 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.2.- Expediente Nº: 800-12 (1). Denunciada: Licda. Jenny Valverde Solano. Denunciante: Margarita Brizuela Quirós. 

SE ACUERDA 2013-09-092 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía. El Lic. John Jorge Tapia Salazar, se encontraba fuera en el momento de la votación.
8.3.3.- Expediente Nº: 245-12 (1). Denunciado: Lic. Alexander Antonio Spence Sandí. Denunciante: Laura Patricia Córdoba Mena. 

SE ACUERDA 2013-09-093 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.4.- Expediente Nº: 790-12 (2). Denunciado: Lic. Randall Picado Mata. Denunciante: De oficio (Juzgado II Familia de San José). 

SE ACUERDA 2013-09-094 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.5.- Expediente Nº: 564-12 (2). Denunciado: Licda. Gladys Tapia Masís. Denunciante: Carlos Eduardo Moraga Gatgens. 
SE ACUERDA 2013-09-095 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.6.- Expediente Nº: 828-12 (2). Denunciado: Lic. Ángel Roberto Reyes Castillo. Denunciante: Jahaira Curtis Solano. 
SE ACUERDA 2013-09-096 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.7.- Expediente Nº: 801-12 (2). Denunciado: Lic. Ricardo González Díaz. Denunciante: De oficio (Dirección Nacional de Notariado). 

SE ACUERDA 2013-09-097 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.8.- Expediente Nº: 317-12 (2). Denunciado: Lic. Jesús Pablo Baltodano Gómez. Denunciante: Rodolfo Humberto Araya Araya. 

SE ACUERDA 2013-09-098 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.9.- Expediente Nº: 523-12 (2). Denunciado: Lic. Marvin Ramírez Víquez. Denunciante: Floribeth Rodríguez Muñoz. 

SE ACUERDA 2013-09-099 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.10.- Expediente Nº: 718-12 (3). Denunciado: Lic. Luis Alejandro Chacón Alvarado. Denunciante: Luis Elías Castro Monge. 

SE ACUERDA 2013-09-100 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.11.- Expediente Nº: 595-12 (3). Denunciadas: Licda. Priscila Castro Jiménez y Licda. Lisbeth Rubí Hernández. Denunciante: Xinia Hernández Gutiérrez. 

SE ACUERDA 2013-09-101 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.12.- Expediente N°: 792-12 (4). Denunciado: Lic. Jorge Luis Calderón Fernández. Denunciante: Miguel Samudio Mora. 
SE ACUERDA 2013-09-102 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.13.- Expediente N°: 798-12 (4). Denunciado: Lic. Kenneth Maynard Fernández. Denunciante: Jazmín Guerrero Ávila. 

SE ACUERDA 2013-09-103 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
8.3.14.- Expediente N°: 094-13 (4). Denunciado: Lic. Heiner Alberto Lemaitre Zamora. Denunciante: De oficio (Juzgado de Seguridad Social). 

SE ACUERDA 2013-09-104 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Siete votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veinte horas con veintidós minutos se da por finalizada la sesión. 
 Dr. Gary Amador Badilla     
                               Licda. Rosibel Jara Velásquez
           Presidente                                                                         Secretaria[image: image4.png]
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